
ESTUDIO JURÍDICO SOBRE EL ALCANCE DEL CONCEPTO DE LA
BONIFICACIÓN ESPECIAL "QUINQUENIO"

El Decreto No. 929 de 1976, por el cual, se establece el régimen de prestaciones
sociales de los funcionarios y empleados de la Contraloría General de la República
y sus familiares, consagra en el artículo 23, lo siguiente:

"Los funcionarios de la Contraloría General de la República, tendrán
derecho al pago de una bonificación especial de un mes de
remuneración por cada período de cinco años cumplidos al servicio de
la institución a partir de la vigencia de este Decreto, durante el cual no
se haya aplicado sanción disciplinaria, ni de ningún otro orden. El
Contralor General de la República reglamentará ¡a forma y cuantía de
esta bonificación".

De otra parte, el artículo 113 de la Ley 106 de 1993, dispone que, "los empleados
públicos de la Contraloría General de la República tendrán derecho a disfrutar,
además del régimen prestacional establecido para los empleados públicos de la
rama ejecutiva del poder público a nivel nacional, de las prestaciones que vienen
disfrutando en virtud de normas anteriores, entre otros, a saber:

1. Quinquenio

Los funcionarios de la Contraloría General de la República continuarán disfrutando
del derecho al pago de una bonificación especial de un mes de remuneración, por
cada período de cinco años cumplidos al servicio de la Institución durante el cual no
se haya aplicado sanción disciplinaria de ningún orden. (...)"

En un documento elaborado por la Dirección de Gestión de Talento Humano dirigido
a la Gerencia del Talento Humano con fecha 20 de marzo de 2003, donde la primera
Dependencia explica a la segunda como ha venido dando cumplimiento a la
precitada norma, señala que "el Quinquenio, fue cancelado por primera vez a los
funcionarios de la entidad, en la nómina del mes de mayo de 1981, y posteriormente
para el mes de mayo de 1986, cuando algunos funcionarios cumplieron 10 años al
servicio de la Entidad, en la nómina de dicho mes de remuneración por el factor
Quinquenio, y con posterioridad en la nómina del mes de junio se realizó el ajuste
correspondiente al segundo quinquenio.

En los años subsiguientes se ha venido cancelando en la entidad a los funcionarios
que cumplan los presupuestos de ley, un mes de remuneración por cada periodo
de (5) años cumplidos al servicio de la entidad, así: Un salario por el primer
quinquenio, dos (2) salarios por el segundo quinquenio; tres (3) salarios por el tercer
quinquenio, y así sucesivamente".

Lo anterior, fue ratificado en concepto emitido por la Oficina Jurídica de la Entidad,
refiriéndose a lo dispuesto en el artículo 23 del Decreto 929 de 1976 y el artículo



113 de la Ley 106 de 1993, al señalar que "la mera literalidad de las anteriores
disposiciones indica que el pago del quinquenio, entendido como un mes de
remuneración, se hará por cada período de cinco años. En el marco de las
anteriores disposiciones la contraloría general de la República desde que la norma
fue expedida interpretó que se trata de una operación aritmética acumulativa donde
el número de períodos, define el número de remuneraciones a que tiene derecho el
funcionario, de tal manera que a mayor tiempo de permanencia en la institución
mayor es la gratificación. Constituye así un estímulo a la permanencia en el servicio
de la entidad. (...)

En este orden de ideas, dentro de los postulados autonomía y especialidad de su
régimen personal, la contraloría General de la república no está ni puede estar
sujeta a la interpretación, intención e injerencia de autoridades externas. De modo
que, prestaciones como el quinquenio, bonificación propia de los funcionarios de
esta entidad, deben ser interpretadas y aplicadas dentro de los parámetros
expuestos y en concordancia con las disposiciones legales citadas. (...)".

De conformidad con lo anteriormente expuesto, es claro que los funcionarios de la
Contraloría General de la República, tienen derecho a percibir una remuneración
por cada cinco años de servicio a la Entidad, siendo a todas luces claro que por el
primer quinquenio se recibirá una remuneración, por dos quinquenios, dos, por tres
quinquenios, tres y así sucesivamente. De no entenderse así se estaría
desvirtuando el sentido de la norma que dio origen a dicha bonificación y que no es
otro que el de premiar la antigüedad, la fidelidad a la Entidad y no sería equitativo,
premiar en igual proporción a quien cumple sus primeros cinco años y a aquél que
cumple cuarenta años prestando sus servicios.

CONCLUSIÓN

Con base en los fundamentos jurídicos expuestos y en aplicación del principio de
hermenéutica jurídica, fuerza concluir que la bonificación especia! del quinquenio a
que tienen derecho los servidores públicos que conforman la planta de personal de
la Contraloría General de la República, y por consagración expresa de la norma,
artículo 22 del Decreto 273 de 2000, los funcionarios de la Auditoría General de la
República, corresponde a una remuneración por cada quinquenio cumplido, es
decir, que por cada cinco años de servicio causado corresponderá igual número de
remuneraciones, en otras palabras, a los primeros cinco años, se tendrá derecho a
una remuneración, a los diez años, a dos remuneraciones, y así sucesivamente.

Cabe aclarar que de conformidad con la Ley 106 de 1993, y los decretos de
incremento salarial anual, constituirá factor salarial este emolumento para los
funcionarios que ingresaron a la Contraloría General antes del año 1993.
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Bogotá, 26 de febrero de 2003

Señor
CARLOS SAAVEDRA ZAFRA
Presidente Nacional
Asociación Sindical de Trabajadores
Contraloría General de la República
Bogotá, D.C.

Respetado señor Saavedra:

Doy respuesta a su consulta sobre el alcance semántico de lo pa'abra

QUINQUENIO en el campo laboral.

Diccionario oficial de nuestra lengua, el de la Real Academia L'spaño'r-i, en su

más reciente edición (vigésima segunda de 2001) le asigna dos acepciones e esta

voz, la segunda de ellas es la que viene al caso:

e, Diccionario de uso del español actual la define: así: "Aumento de suélelo que

se recibe cuando se llevan cinco años de antigüedad en un puesto do trabajo:

Cobra dos quinquenios porque lleva diez años en /,-) cmprc&i" (póg. li>26).

, D. C. - Cr. 3 No. 17^-1 - Apürtndo Aereo 13(>Ü - í'nx 'ÍÍ13 9A '/?
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En ei Diccionario Salamanca de la lengua española encontramos: "Aumento de

sueldo que corresponde a cada cinco años de trabajo: Llevo muchos años en /a

empresa, ya tengo más de tres quinquenios" (pág. 1317).

El Diccionario Planeta de la lengua española usual nos dice: "Complemento que

incrementa un sueldo al cumplirse cinco años de antigüedad en un puesto de

trabajo: Gana algo más-que yo porque tiene dos quinquenios" (párj. 1016).

Sin más, por el momento, quedo de usted con tocia 'atención,

^:v:';^^^-^Jv-^f'>
/I IORACiq?íirpARANO.l?ÍA3;VÍ

Secretario Ejecutivo.' /'•: '.\ i - •' -<- . / -

Cr. 5 No. 17-3-1 A¿r.:o I3W.2 2113 9A //
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GERENCIA DEL TALENTO HUMANO ^ "--

DIRECCIÓN DE GESTIÓN DEL TALENTO HUMANO

Bogóla. D.C., Marzo 20, do 2.003

PARA: DR. ALVARO RUiZ CASTRO. Geicnle Tálenlo Humnno.

bE: NOEMI MOR'ENo MoNSALVE. Directora do Gostlótl dol Talento Humano

ASUNTÓ:.i QUlKlQÜlHWtb:

La Bonificación Especial QUINQUENIO, ÍUe creada, por el Decreto b2í) dd Mayo HjíJu 1.976, por
el u u al so bsbbloce'ol teglmdn do prestaciones sociales do los füllelbnarlos' y1 cMpléaclos do Id
Contialorlíi General do n República y sus familiares, y la defino en sU articulo ?3, asi " Los
lundunailus (le la Contralorla General do la Ropúbilca, tendrán derecho al (jago • do uno
bonificación especial de uli mes do remuneración, por cada periodo do cinco aflos cumplido:; al
íiütvlclü do la Institución a paillr de la vigencia de oslo Decreto, durante oí clinl no so haya aplicado
sanción disciplinaria ni de ningún olro oiden, El Contralor General do la República reglamentara la
tomín y cuantío de osla bonificación".

l;n cumplimiento do lo establecido en el Decreto 029/ / (> , l:.l Quinquenio, fue canuohido por priméia
ve/ a los funcionarios de la Entidad, en fn nómina dol mes do mayo de 1.901, y postorlonnenle
|iaia c¡ mes de moyo de 1.9HO, cuando alijunos funcionario:; c;umplioion 10 anos al servicio dt; la
Entidad, en la nómina .de dicho mes, so les en n coló un mor. <¡o remuneración por el factor
Quinquenio, y con posterioridad en la nómina del me:; de Junio so realizó el reajusto
con ospondlnnlü ni sciquntJo c]UÍnt|unn¡O-

LP l;is ai'ios su:>:;kj!¡iiíii!os so lia venido cancelando en la Entidad a los funcionarlos que cumplan
los pioMipuenlos do ley, un mes de remuneración por cada periodo fie cinco (Ti) años cumplidos al
soiv lc in de la Entidad, asi: Un'salar lo por el primor quinquenio, dos (?) salarios por el segundo
quinquenio; t res (3} salarlos por el tercer quinquenio, y asi sucesivamente.

\e Igual numera paia los funcionarios vinculados a la Entidad antes de la vigencia do la ley 106 do

1.ÜU3, til Uuiuquonio es fac tor salar ial para los conceptos de vacaciones, primas de servic io, de
navidad, cesant ías, a excepción do las cotizaciones para Salud y Pensión, por cua,n!o la Ley 100
de 1.ÜÜ3 y sus decretos reglamentarios rio lo incluyen entre los factores de liquidación. Para ios
funclonanos quo Ingresen con posterioridad a la publicación do la ley lüli de 1.993, o quo se
vinculen con solución de continuidad, el quinquenio no constituyo factoi de salarlo pata ningún
efecto legal.

-NOEMI MORE
Oiroctora.

MOMSALVE

Visión: Sor (jnilo ncllvn on «I inn|otanilonlo do l;i (joslIíSn púN¡c;i
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Doctor
ANTONIO HERNÁNDEZ GAMARRA
Contralor General de la República
La ciudad

Concepto sobre pagúele la bonificación especial "Quinquenio
en ¡a Contraloria-de la República

Respetado señor Contralor:

\-\o Administrativo de la l-unción Pública, a solicitud del
Subdirector de Administración General del Estado del Ministerio de Hacienda
y Crédito Público, doctor Fernando Jiménez Rodríguez, emitió el concepto de
'1 de febrero de 2003, sobre la bonificaciórTespecia! "Quinquenio" que se
'inga a lo;; funcionarios de la Contralorla Gerlo-ra! do la República, expresado
en los siguientes términos:

"En concepto de esta Oficina, los empleados de la ContraSoria Cencía!
(ÍG la República, causan ¡a prestación denominada "quinquenio", cada
vez que cumplen un periodo (sic) de cinco años al servicio a la entidad.
Por lo tanto, ai cu'mplir los primeros cinco años de servicio, el empleado
dcbfí percibir por concepto de quinquenio un mes de rcnnmnroción,
igualmente al cumplir diez, o quince, o veinte años de servicio, e¡
empleado devengará un mes de remuneración. Lo anterior, porque se
entiende que los quinquenios causados con anterioridad a! periodo (sic)
(¡ue liquida, ya fueron pagados en su momento de causación".
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El 17 de febrero de 2003, e! Subdirector do Administración Genera] del
Estado del Ministerio de (Hacienda y Crédito Público, remitió el mencionado
concepto al. docíor José Antonio Zapata Banguero/Gerente Administrativo y
Financiero de esta Institución, quien a su vez nos lo envió para nuestro
conocimiento y concepto.

Dada la importancia de este asunto, el cual tiene que ver con aspectos
referentes a la autonomía de la Contraloría General de la República, la
interpretación del Decreto Ley 929 de 1976 y de la Ley 106 de 1993, asi
como, el régimen especial de personal do esta Institución, se estima
necesario realizar las siguientes consideraciones, con el propósito de lijar la
posición jurídica de esta Entidad frente al concepto referido.

1. LA AUTONOMÍA ADMINISTRATIVA Y PRESUPUESTA!. DE LA
CONTRALORlA GENERAL DE LA REPÚBLICA

La Constitución Política, Título V, de la organización de! Estado, en el
artículo 113, consagra:

"Son ramas de! poder público, la legislativa, la ejecutiva y la judíelo!.

Además de los órganos que ¡as integran existen otros, autónomos e
independíenlos, poro e/ cumplimiento de los demos fundones del
Estado.

Los diferentes órganos del Estado tienen funciones separados pero
colúbomn armónicamente pam ia'realización do'sus fines". . • ,

Dentro de los órganos autónomos e independientes se encuentra la
Ounlialorla General de la República, categoría que se precisa en el artículo
2G7 de la Constitución Política, en virtud del cual: "La Contralorín os una
entidad eje carácter técnico con autonomía administrativa y pmsupuastni. No tendrá
funciones administrativos distintas de ¡as inherentes a su propia organización".

En Sentencia C-1339 de octubre 'I de 2000, la Corte Constitucional, Sala
Plena, Magistrado Ponente; Antonio Barrera Carbonell, al resolver una
demanda de inconstitucionalidad contra el Decreto Ley 272 de 2000, con
apoyo en otros pronunciamientos de la misma corporación, especialmente
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RII la sentencia C-315 de 1997, sobre la autonomía de la Contralona General
cíe la República, sostuvo que se entiende como la capacidad de establecer
una estructura y organización especializada, con un conjunto de
competencias que pueden ejercerse dentro de un cierto margen de
independencia, y que dispone al -mismo tiempo de medios personales y
materiales de orden prcsupuestal que puede manejar, dentro de los I Imito ¡5
de la Constitución y la ley, sin la injerencia ni la intervención de otras
autoridades u órganos.

IJin esa oportunidad la Corte explicó también, la autonomía entendida cíe
manera genérica, se traduce en tres características específicas y
concurrentes denominadas: autonomía administrativa, autonomía
presupuesta! y autonomía jurídica, de las cuales importa para este estudio
las dos primeras y que definió así:

"(...)En panto a la autonomía administrativo do los organismos que
ejercen e! control fiscal externo, la corporación ha señalado que ésta
consiste, en el ejercicio do todas aquellas potestades y funciones
inherentes a su propia organización y o las que les corresponde cumplir
de conformidad con los artículos 267 y 260 del estatuto superior, sin
[njei'encicis.p intervenciones por_pa

(...)Rfíspeclo a la autonomía presui)uesta¡ de las^entidades u órganos
que llevan a cabo un 'control externo de la gestión fiscal, !o
jurisprudencia constitucional ha entendido que consiste en la posibilidad
de ejecutar e/ presupuesto en formq independiente, a través da la
contratación y 'de la ordenación del gasto o, dicho de otro modo, o/
núcleo esencial de la autonomía presupuesta! reside en las facultades
de manejo, administración y disposición de los recursos previamente
apropiados en ¡a ley anual del presupuesto, de contratación y do
ordenación del gasto, todo esto de conformidad con las disposiciones
constitucionales pertinentes y la ley orgánica del presupuesto". n:i
Mibríiyndo es ¡vota tío íexioj

Significa lo anterior que, la Contraloría General de la República tiene
suficiente autonomía para ejecutar su presupuesto, sea a través cíe la
contratación o de la ordenación del gasto; fundamento sobre el cual, en
cuanto a las prestaciones, sociales puede liquidar y reconocer oí payo dentro
de los [imites propios que le impone la ley, en este caso, el Decreto Ley 929
de 1976, la Ley 106 de 1993, los Decretos Leyes 267, 268 y 269 de 2000. Ln
aplicación e interpretación de las anteriores leyes también se ejerce por la

/Vne.Wíi ^/.vtfjii: So' mi \>c>!iicitlo tic. ti (insfonndción de! pata

Carrera 10 M" I 7 -1 Ü • Conmutador: 20 I 63 00 • BogotA;



Doctor Antonio Hernández Gamarra, Contralor Ganoml do ¡a República

Conlralorla General do la República sin intervenciones por parte; do otras
autoridades públicas. La injerencia de autoridades externas desvirtúan la
autonomía presupuesta! y por supuesto, la administrativa, toda vez que, se
trata de Ja aplicación de normas superiores que conlleva decisiones do orden
administrativo, reguladas como más adelante so analizará en el régimen
especia! para la Contralorla Genera! do la República.

Por lo anterior; los conceptos o interpretaciones que elabore Una autoridad
del orden nacional no tienen fuerza vinculante ü obligatoriedad para la
Contralona General de la República, Cualquier organismo que pretenda
inmiscuirse en la órbita autónoma o independiente de esta entidad de control
viola esenciales disposiciones constitucionales y legales. La interferencia en
este sentido podría interpretarse como acciones tendientes a vulnerar el
ejercicio autónomo de las funciones de control fiscal.

2. LA INTERPRETACIÓN DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA
REPÚBLICA RESPECTO AL QUINQUENIO.

b quinquenio nace con. el artículo 23 del Dncreto Ley 929 de 197G, por el
cual se establece el régimen de prestaciones sociales de los funcionarios de
la Contraloría General de la República, como un estímulo e incentivo para
que los empleados permanezcan al servicio de esla institución, consagrado
en los siguientes términos: ' "

'̂
"Los funcionarios de la Contrnlorla General de /o República, tendrán
derecho a/ pago dé una bonificación especio! do un mes de
remuneración, ao/^cocy£jj2er/o^_c^.^ínco_íJ/las cumplidos ?il servido de
la Institución a partir de la vigencia de esíe Decreto, durante ei can! na
so haya aplicado sanción disciplinario ni do ningún olro orden. El
Contralor Genera! de -la República reglamentará /a formo y cuantía de
OStO Bonificación" . (Subruyudo fui:ra cíe texto)

Posteriormente, la Ley 106 de 1993, articulo 113, numeial :\ se ocupó
nuevamente del quinquenio, retomando la mencionada prestación como se
transcribe a continuación:

Carrern ÍO Nu I 7 -1 ü • Conmutador: '20 I 63 00 • Bogotá, D.C, •' Colombb • www.contralorinSGn.gov.co
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octor Antonio Hernández Gamarro, Contralor Ganúm! do !n Kopúbiica

"Los funcionarios do la Contraloiia General de la República
continuaran disfrutando de! derecho al pago de unti bonificación
especial de luí mes de remuneración, por cada período de cin_c_()
a/los cumplidos a! servicio do la Institución, durante el cual no se
haya aplicado sanción disciplinaria de ningún orden", (subrayado IUOIH
do loxto)

También señala fa Ley 106 do 1993, en el misino articulo 113, a
especialidad del régimen prestacional en la Contraloria General de la
República y la estabilidad para continuar gozando de prestaciones
reconocidas por leyes anteriores, en este caso1 el Decreto Ley 929 de 1976.
Asi lo establece la referida Ley 10C: "Los empicados públicos de la Cvntmlorio
(leñera! de la Repúblico tendrán derccho_a disfrutar, además dv! i ¿gimen

establecido paro los empleados públicos do l;¡ /rimo eiocutivn del

COITIO se puede apreciar en el articulo 113 de la Ley 106 de 1993 se incluyó
el vocablo "continuarán". Es decir, se mantuvo sin variación alguna los
ingredientes fundamentales contenidos en la norma de 1976.

La mera literalidad de las anteriores disposiciones indica que e! pago del
quinquenio, entendido como un mes de remuneración, se hará por cada
periodo de cinco años. En e! marco de las anteriores disposiciones la
Contra oría General de la República desde que la norma fue expedida
interpretó que se trata de una operación aritmética acumulativa donde el
numero de períodos, define el número de remuneraciones a que tiene
deiecho el funcionario, de tal manera que a mayor íicmpo de permanencia
en la institución mayor es la gratificación. Constituye asi un estimulo a la
permanencia en el servicio en la entidad.

Si bien es cierta la contundencia de las anteriores disposiciones se realizará
un ejercicio de hermenéutica jurídica bajo distintos criterios para escudriñar
su sentido, a partir de las reglas y principios de interpretación jurídica
contenidos en la Constitución y la Ley.

1 7 - 1 0 • Conmutador: 201 6 3 0 0 • Bogotá, D.C.



Uoctor Antonio Hernández Gamarra, Contralor General de la República

2.1 . Método bxegético o Gramatical:

En oí articulo 27 del Código Civil, el. Legislador consagró reglas de
interpretación, indicando que cuando el sentido de la ley sea claro no se
desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu, a menos que
se trate de una redacción oscura de la Ley, evento en el cual se debe recurrir
a su intención o espír i tu, claramente manifestados en ella misma o en la
historia fidedigna do su establecimiento.

de a Rea! Academia Española, en escrito del 2G fio fubreio do 2003, ¡jara
dar respuesta sobre el alcance semántico de la palabra quinquenio en el
campo laboral, cita entre otros textos el Diccionario de uso español actual,
que lo define como: "Aumento do sueldo quo so ¡ceibo cuondo so -//ova;; cinco
años do antigüedad en un puesto de trabajo: Cobra dos Quinquenios porque lleva
(M&Z-3Ü.QS .eú..líLJíQ]¡2resa_". {Suijiay;Kiu funm <io i«xto) Es claro entonces su sentido
litera!.

2.2. Método Lógico de Interpretación

En el método lógico, en virtud del cual se busca el espíritu (Je la norma, de
<su lectura se descubre, el raciocinio e intención que tuvo el Legislador. En
este caso o! propósito obvio es el de estimular y premiar a través cíe una
piestación económica la permanencia de* los funcionarios en la Contraloria
Genera de la República, con la condición de no haber sido sancionado
disciplinariamente. Bajo esta perspectiva lógica y racional no puede hacerse
abstracción que, durante 27 años, sin excepción, todos los Contralores
Genéralos de la República le han dado ese verdadero y único sentido,
ordenando pagar, con dicho alcance, la citada bonificación, como consta en
la cert i f icación expedida e! 20 de marzo de 2003 por la Directora de Gestión
de Talento Humano de esta Institución.

2.3. Mótodo de Interpretación Sistemático

Implica un estudio armónico c integral de las hormas. En ese sentido, del
artículo 113 de la Ley 106 de 1993, se tiene que, si la intención del legislador
no hubiese sido la de establecer un quinquenio acumulativo, la redacción de
la norma se habría realizado en iguales términos que se hizo en el numeral 4
do la misma disposición, referente a la bonificación por servicios prestados.

Cnrrcrn ION" 1 7 - 1 0 • Conmutador: 201 63 00 • Bogotá, D.C, • Colombia •__www.(:oiUr;ilo'Hagen.gov.co_
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l:;n esta norma, y a diferencia del quinquenio, se dijo que se tiene derecho a
ella, "cada vez que cumplan un año de labor en la Contraloría". Nótese que
en este precepto no se utilizó la preposición "por" ni la frase " cada periodo",
ingredientes esenciales para e! análisis e interpretación de la disposición en
e sentido que se está exponiendo.

2/1. Método de Interpretación Teleológioo

Desentraña la finalidad de la norma. El derecho al trabajo, supone unos
principios mínimos fundamentales que garantizan su efectividad y de! cual se
desprenden otros derechos, entre ellos, los salariales y prestacionales que
igualmente deben ser protegidos; en efecto, la bonificación quinquenal'tiene
una finalidad loable, que consulta los rnás altos principios constitucionales,
dentro del Estado Social de Derecho, dado que o través de un estímulo
busca incrementar en los funcionarios un sentido de pertenencia y de
pemianencía en la Contraloría General de la República, gratificado con una
prestación especial que crece en proporción al tiempo de .servicio, til
Legislador con esta prerrogativa pretende estimular !a permanencia en el
servicio de los funcionarios que ejercen control fiscal. Sin duda que uno de
los ac t ivos rnás preciados de la Institución son sus trabajadores.

2,5. El Principio (Je Favorabilidad en Materia Laboral

Ahora bien, sólo a manera do referencia, ya que aquí no existe duda alguna
en la interpretación del mencionado precepto, se podría acudir al articulo 53
de a Constitución Política, que consagra.pomo principio mínimo fundamental

L-I favorabi l idad, de obligada consulta cuando en las normas que rigen lar,
i e aciones aborales existen dudas o vacíos. Así se enuncia ¡a favorabilidad:
"situación más favorable a! ttabajador en caso do duda en la 'aplicación e
interpretación de las fuentes formales de domcho".

El .Consejo: de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección
Segunda, Subsección Á, Consejero Ponente: Doctor Alberto Arango Mantilla,
en Sentencia 1525 de 2001, para resolver una controversia en materia
pensiona! acudió al principio de favorabilidad, con base; en un
pionunciaiTiiento de la Corte Constitucional, como se transcribe a
continuación:
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"Ha de precisarse que el aparte final del inciso tercom del articulo 36
do la Ley 100 de 1993 fue declarado inexequible por la Cono
Constitucional mediante sentencia C-160 de '¿O de abrí! de 1995, por
estimarlo contrario al principio constitucional de igualdad,
pronunciamiento en el que también se refirió a !a situación mes
favorable para el trabajador que se encontraba on el régimen de
transición.

" . . La "condición mas beneficiosa" para e! trabajador, se encuentra
plenamei}tG garantizada ¡neniante la aplicación del principio do
favoiobilidad que se consagra en materia laboro!, no sólo a nivel
constitucional sino también legal, y a quien correspondo determinar en
coda caso concreto cuál norma es más ventajosa o benéfica ¡¡oía el
trabajador es a quien ha de aplicaiin o interpretarla. De conformidad ¡'
con este mandato, cuando una misma situación jurídica se baila
regulado en distintos fuentes formales del derecho (ley, costumbre,
convención colectivo, etc.), o erí uno mismo, es deber do quien ho de
riniicor o interpretar los normas escoger aquello que resulte más
beneficiosa o favorezco oí trobojodor...".

Es imperioso conforme a este principio constitucional acoger la interpretación
que genere la condición más favorable al trabajador, que no es 'ot ra que el
pago acumulado de un. mes de remuneración por cada periodo de cinco

3. EL RÉGIMEN DE PERSONAL QUE EN VIRTUD DE LA LEY REGULA
LAS PRESTACIONES SOCIALES DE LOS EMPLEADOS DE LA
CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA.

Como alias se explicó, con la Constitución Política de 1991 la Contraloría
General de la República se mantiene como una entidad con .autonomía
administrat iva y presupuestal, marco dentro del .cual, oí régimen do persona!
ha sido uno de los aspectos en que el legislador más ha reflejado osa
independencia.

Históricamente la Contraloría siempre ha tenido uh régimen especial de
personal y particularmente prestacional, es así como, mediante el Decreto
Ley 929 de 1976, se estableció el régimen de prestaciones sociales de los

10 N° 1 7 - 1 0 • Conmutador: 20 I 6300 •_ Boyóla JD.C^_Colomliia_;
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funcionarios de la Contralorfa General, creando prestaciones sociales y otros
estímulos acordes con las características e importancia de la labor que le lia
sido encomendada a todos los funcionarios que hacen parte cíe ella.

Luego, el legislador en la Ley 10G de 1993, reiterando ese régimen especial,
dictó normas sobre organización y funcionamiento de la Conlraloria General
de la República, estableció su estructura orgánica, determinó el sistema de
personal y desarrolló la,carrera administrativa. En el Titulo V, la relerida ley,
so ocupó del sistema de personal, y particularmente, de las prestaciones
sociales, las que enunció en el artículo 113, que prescribe:

"Los empicados públicos de h Contraloria Genero! do I u República
tendrán derecho o disfrutar, además de! régimen prestacíona!
establecido para los empleados públicos do la rama ejecutiva del poder
público a nivel nacional, de !ns prestaciones sociales que vienen
disfrutando en virtud de normas anteriores, entre otros, a saber:

bsa especialidad del régimen de personal, se evidencia también con los
Decretos Leyes 267 y 2GÜ de 2000, específicamente este último, en su
aillculo 4í5, consagra el carácter únicamente supletorio de las hormas de
caráctei general de la rama ejecutiva, frente al régimen propio do la
Oontraloria General de la República. Por ello, mientras no existan vacíos
ju i Id icos, como sucede en este caso, se aplican con exclusividad las
disposiciones legales referidas. s •

El mismo Decreto Ley 270 del 2000, que- lijó e! sistema do remuneración de
los empleados de la Contraloria General de la República, en el articulo G,
nuevamente previo que los empleados de la Contraloria General de la
República tendrán ;derecho a disfrutar, además del régimen prestación^
establecido para los empleados de la Rama Ejecutiva del Poder Público en
e ámbito nacional, de las prestaciones sociales que vienen percibiendo. Esta
norma ha sido una constante histórica, contenida actualmente en el articulo
17 clol Decreto 691 de 2002.

Estas últimas disposiciones, citadas en este acápite, introducen además la
aplicación de otra -garantía constitucional, el respeto a los derechos
adquiridos con justo titulo, contemplada en el artículo 5B de la Constitución

Política.
i ' f / Visión: ,Vcr un vcliicnlt) da transformación Í(L'! /ni /s



Cambiar ul sentido de leyes que se han venido aplicando sin dudas o vacíos
poi parte de a Contraloria General de la República, puede mostrar que la
1 unción del intérprete pretende no su sentido real sino aquél que se
identifique o acomode con sus intereses o propósitos. Jün nuestro
ordenamiento jurídico deben descartarse las interpretaciones producidas con
esa desviado finalidad, así lo advirtió la Corte Suprema de Justicia, Sala de;
Casación Labora , Sección Segunda, en Sentencia del 4 de septiombie de
1992, Magistrado Ponente: Doctor Mugo Suescún Pujols, leiterada por la
Cor te Constitucional en sentencias corno la T-555 de 2000 y T--G31 de 2002.

Ln este orden de ideas, dentro de los postulados autonomía y especialidad
Me su régimen de personal, la Conlraloria General de la República no está ni
puede estar sujeta a la iníeipiotación, intención e injerencia de autoiidades
externa:;. He modo que, prestaciones como el quinquenio, bonificación
propia de los funcionarios do esta Fntidacl, deben ser interpretadas y
aplicadas dentro de ¡os parámetros expuestos y en concordancia con las
disposiciones legales citadas.

Ln conclusión bajo los cr i ter ios de inlerptelación analizados que son
imperativos, es claro que puede continuarse pagando el quinquenio, tal y
como se viene liquidando desdo la primera ve? en el año cié 1981, aplicando
e] ai (¡culo 23 del Decreto Ley 929 do I 970, l¡i Ley 106 de 1993, los Decretos
i ey 2fi7 y 2(ií3 de 2000, a razón cíe un mes de remuneración por cada

•pei iodo de cinco años al servicio de la Contraloria Cencía! de la República.

idor Ofic-iucuíuridica
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Doctora
CRUZ MABEL VALENCIA ESPINOSA
Representante de los Trabajadores
Gerencia Departamental de Santander
Carrera 20 33-39
Bucaramanga, Santander

Asunto: QUINQUENIO. Base para cotizar a! Sistema General de Pensiones

I. ANTECEDENTE

Se trata de su oficio ER75400 de 22 de noviembre de 2005, en el que
fundamentalmente pregunta si el funcionario competente de la Contralona
General de la República que efectúa los descuentos a los empleados para
cumplir con los aportes al Sistema General de Pensiones, incurre en
responsabilidad fiscal si tiene en cuenta e! quinquenio como base para
realizar las correspondientes cotizaciones.

Igualmente y ya para finalizar su escrito, solicita se le indique el
procedimiento a seguir para que la Contraloría General de la República
realice los descuentos de ley al quinquenio y el organismo competente que la
obligue a cumplir con tal procedimiento.

I. CONSIDERACIONES JURÍDICAS

Se aprecian tres problemas jurídicos en su consulta; el primero de ellos y, a
juicio de esta Oficina, el principal asunto a resolver, consiste en determinar si
a la bonificación especial quinquenio se le deben efectuar descuentos para
aportar al Sistema General de Pensiones. El segundo, en señalar si el
funcionario de la Gerencia del Talento Humano, competente para realizar los
descuentos de ley a las nóminas de los empleados, incurre en
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responsabilidad fiscal si incluye el quinquenio como base de cotización (por
ser supuestamente contrario a la ley) y el tercero, indicar el mecanismo y
organismo competente para obligar a la Contraloría General de la República
a realizar tal deducción.

Sin embargo, como veremos, ninguna de las tres cuestiones planteadas
amerita en esta oportunidad un profundo estudio de nuestra parte.

2.1 Procedencia de tomar el quinquenio como base de cotización para
el Sistema General de Pensiones.

La posición de esta Oficina al respecto ha sido reiterada a través de los años:
El quinquenio debe tomarse como base de cotización para el Sistema
General de Pensiones, cuando el empleado de que se trate, haya iniciado
labores en la Entidad antes de la entrada en vigencia de la Ley 106 de 1993.

Este criterio, ha sido el resultado, no sólo de la realización de un estudio
sistemático de la normatividad aplicable y de la Jurisprudencia Nacional que
se ha ocupado del tema, sino también del cumplimiento del principio
contemplado en el artículo 53 de nuestro ordenamiento constitucional, según
el cual, en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes
formales de derecho, se debe elegir la situación más favorable al trabajador.

Pero como ya se anotó, esta Oficina no se detendrá en el estudio de este
asunto pues ya lo ha hecho en anteriores oportunidades, como es el caso de
los Conceptos 1251 de 24 de junio de 1996 y 2720 de 2 de octubre de 2003,
cuyas conclusiones no han sido modificadas. Por consiguiente,
acompañamos fotocopia de los mismos, advirtiendo que, en cumplimiento de
sus funciones esta Oficina realiza el estudio jurídico de los problemas
planteados, pero finalmente, en casos como el presente, quien toma
decisiones es la Gerencia del Talento Humano.

2.2 De la Responsabilidad Fiscal.

La declaratoria de responsabilidad fiscal de un servidor público o de un
particular que maneje recursos públicos, no es algo que pueda darse por
fuera de un proceso que garantice a plenitud los derechos y garantías
previstos en el artículo 29 de la Constitución Política. Por lo tanto, para poder
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llegar a señalar que un funcionario es responsable fiscal por efectuar una
deducción supuestamente contraria a la ley, habrá que pasar, muy
seguramente por una indagación preliminar y por todas las ritualidades
propias del proceso de responsabilidad fiscal que, como es lógico, incluyen e!
ejercicio del derecho de defensa por parte del o de los implicados y ía
práctica de pruebas.

En este orden de ideas, habrá de estarse a lo que se pruebe dentro del
proceso y a la sana crítica de los falladores de primera y segunda instancia
De cualquier forma, no es precisamente a través de un concepto de la
Oficina Jurídica que se establece una responsabilidad fiscal, pues tal como lo
hemos señalado en otras oportunidades, son los grupos auditores y los
funcionarios que adelantan indagaciones preliminares y procesos de
responsabilidad fiscal, quienes cuentan con la inmediatez de las piezas
procesales que, entre otras cosas, serán únicas y diferentes para cada caso
en particular y determinarán la decisión que corresponda.

Para el caso, la competencia para ejercer la correspondiente vigilancia fiscal
fue entregada a la Auditoría Genera! de la República por el artículo 274 de la
Constitución Política y el artículo 2° del Decreto Ley 272 de 2000.

2.3 Del procedimiento y organismo competente para hacer que la
Contraloría General de la República cumpla con la ley.

Por mandato constitucional y legal, (Constitución Política, artículos 209 y 269,
Ley 87 de 1993), no sólo la Contraloría General de la República, sino todas
las entidades del Estado tendrán un control interno y, en nuestro caso, una
de sus funciones es la de "Velar por el adecuado desarrollo de las leyes, normas,
políticas, procedimientos, planes, programas, proyectos, metas objetivos y
estrategias de la Contraloría General de la República y recomendar los ajustes
necesarios". (Decreto Ley 267 de 2000, artículo 44, numeral 8°).

Del mismo modo, por orden legal toda entidad u organismo del Estado
deberá organizar una oficina encargada de conocer y fallar en primera
instancia los procesos disciplinarios que se adelanten contra sus servidores,
por causas tales como incumplir la Constitución, los tratados internacionales

ratificados por el Congreso, las leyes, y los decretos, entre otros. (Ley 734 de
2002, artículo 35, numeral 1°).
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Finalmente y, también por disposición constitucional y legal, la Procuraduría
General de la Nación vigila el cumplimiento de la constitución, las leyes, las
decisiones judiciales y los actos administrativos y posee el poder disciplinario
preferente para conocer de los asuntos disciplinarios de los servidores
públicos. (Constitución Política, artículo 277, Ley 734 de 2002, artículo 2°).

Asi las cosas, si algún servidor público considera que se están vulnerando
sus derechos por vía del incumplimiento de disposiciones constitucionales y
legales, bien puede acudir en primera instancia a las Oficinas de Control
Interno y Control Disciplinario de la Entidad o denunciar los hechos ante la
Procuraduría General de la Nación, para que previas las verificaciones,
evaluaciones e investigaciones del caso, establezcan si hay alguna
responsabilidad a cargo de funcionarios de la Entidad.

Cordialmente,

(Origina! Firmado)
IVÁN DARÍO GÓMEZ LEE

Director Oficina Jurídica

Anexos: Dos (Diecinueve (19) folios)

Proyectó Manéis Jorres corzo
Revisó: Alvaro Barragán Ramírez
Radicado ER75400
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Doctora
NOEMÍ MORENO MONSALVE
Directora de Gestión del Tálenlo Humano
Gerencia del Talento Humano
Bogotá, D.C.

ASUNTO: DESCUENTO SOBRE EL QUINQUENIO COMO FACTOR
PARA APORTE PENSIONAL. Consulta.

Respetada doctora Noemí.

ANTECEDENTE.

Mediante Oficio 81118-04051 del 4 de junio de 2003, recibido el 10 del mismo
mes y año, expone algunos puntos de disenso respecto a! Concepto 4022 del
12 de diciembre de 2002, relacíohado coh-el quinquenio como factor salaria
para efectos de pensiones aplicable para Uh grupo de funcionarios de la
Conlraloria General de la República.

En esa comunicación, considera que la interpretación dada por la Oficina
Jurídica "no tiene cabida", la clJal ehcUehtra ¡napropiada cuando señala.
Acaso, porque dice que para los "nuevos" funcionarios el quinquenio no so

tendrá en cuenta para rmjcjrt/rt efecto legal, quiere decir que para los aníenorcs
a IB Ley 106 sí !o tiene ccn relación 3 todos Jos efectos legales? Agrcgn "/r,c-
cieno, a aquellos quienes se encuentran en la segunda hipótesis
/' í-V.J_p_6J se les tendrñ on cueiitíj e! quinquenio como factor

sólo para los e fe c i o so ¡'estacionales que _se.



y decisiones administrativas le corresponden a la dependencia competente
según ;\a de que se trate. Las consideraciones jurídicas formuladas en
esto concepto no pretenden polemizar en manera alguna con las afirmacionos
rio su memorando 81118-04051 del 4 de junio de 2003.

CONSIDERACIONES JURÍDICAS.

PROBLEMA JURÍDICO.

Esta Oficina mediante los conceptos jurídicos 1251 del 24 de junio de 1996 y
4022 del 12 de diciembre de 2002 sostuvo frente a! quinquenio que se deben
hacer los descuentos de pensión únicamente para aquellos funcionarios que
ingresaron con anterioridad a la Ley 106 de 1993. Lo anterior, dado que el
artículo 17 del Decreto 25 de 1996. estableció sobre esta materia lo siguiente:
"QUINQUENIO. Para los empleados que ingresen a la Contralona General do la
Repúbl/ca con posterioridad 3 ¡a publicación de la Ley 106 de 1993, o se vinculen con
solución de continuidad, el quinquenio no constituirá factor de salario para ningún
efecto legal". Es decir, se dijo entonces que ese criterio solamente se aplica
hacia el futuro, osea, a partir de la Ley 106 de 1993.

Analizada la consulta respecto a los anteriores conceptos jurídicos, se
encuentra que el planteamiento jurídico a resolver se circunscribe a establecer
cual es la normatividad aplicable en relación con los factores de cotización para
pensión de los funcionarios de la Contraloría General de la República, es decir,
si rige únicamente la Ley 100 de 1993 y sus decretos reglarnentarios o se
deben tener en cuenta también la Ley 4 de. 1992 y los Decretos que coh base
en esta Ley se han expedido en materia salaria! para la Cohtralorla, corno
quiera que esta Entidad goza de un régimen especia eh prestaciones sociales.

1. RÉGIMEN ESPECIAL PRESTACIONAL DE LA CONltkALokÍA
DE LA REPÚBLICA. -DECRETO LEY 929 DE 1976. LEY 10G bÉ 1993.
DECRETOS DE SALARIOS-.

Históricamente este Ente de Control ha tenido un régimen especial de personal
y part icularmente prestación^!, es así como, mediante el Decreto Ley 929 do
197G. so estableció el rórjimíMi do prestaciones sociales de los funcionarios de

Cont ialur i . - j Genera!, cieandn prestaciones sociales y oíros estímulos acordes
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El Quinquenio naco corno un estímulo e incentivo para los empleados al
servicio de esta institución, consagrado en eí artículo 23 del Decreto Ley 929 de
1976 en los siguientes términos:

Tos funcionarios de la Contrulorííi General de la República, tendrán
dett-.'cho al pago de una bonificación especial de un mes de remuneración,
l2L!L.cajia_p_en'osJo_de cinco finos cumplidos al soivicio de la institución a
partir de la vigencia de este Decieto, durante el cual no se haya aplicado
sanción disciplinaria ni de ningún otro orden El Contralor General de la
República reglamentará la forma y cuantía de esta Bonificación".
(Subrayado fuera de texlo)

La Ley 106 de 1993, que dictó normas sobre organización y funcionamiento de
la Contraloría General do a República, estableció su estructura orgánica,
determinó el sistema de personal y desarrolló la carrera administrativa, en el
Titulo V, se ocupó del sistema de personal, y particularmente, de las
prestaciones sociales, as que enunció en el articulo 113. En el numeral 1 de
este articulo retornó el quinquenio como se transcribe a continuación:

Tos funcionarios de la Contraloría General de la República continuarán
disfrutando del derecho 3Í pago de una bonificación especial de un mes de
remuneración, por cada período de cinco años cumplidos al servicio de la
Institución, durante el cual no se haya aplicado sanción disciplinaria de
ningún orden"

La Ley 106 de 1993, en el mismo artículo 113, reconoce la especialidad del
régimen prestacional en la Coníraloría General de la República y la estabilidad
para continuar gozando de prestaciones reconocidas por normas anteriores,
entre éstos el Decreto Ley 929 de 1976. Osea, preserva los derechos
adquiridos.

Roza el citado art ículo" "Los empleados públicos de la Contralona Genera! de la
República tendrán derecho a disfrutar, además de! régimen pres!acional establecido
p_a/7í_/o,s; empleados públicos de__!ajama ejecti!iya_ del poder público a nivel naciona!:
(fe Jas presj_acjones_qiie vinnfíti_ disfrutando, en virtud de noj'mas_anteno_r_es_. (El
subiayado os fuera do t rx lo)



Así mismo, o ai t iculo U d(-;l Decreto 691 do 2002, como lo han hecho
sistemát icamente los decretos que fijan as escalas do remuneración do los
íuncionnnos de; a Gontraloría General do a República, nuevamente previo que
los empleados de la Gontraioría General do la República tendrán derecho a
dis f ru ta i , además del régimen prestacional establecido para los empleados de
a Rama Ejecutiva del Poder Público en el ámbito nacional, do las prestaciones

sociales que vionon lercibiendo.

2. APLICACIÓN DE LA LEY 100
REGLAMENTARIOS 691 Y 1158 DE
COTIZACIÓN EN PENSIONES.

DE 1993 Y SUS DECRETOS
1994, SOBRE FACTORES DE

Recientemente e campo de aplicación de la Ley 100 de 1993, establecido en
su artículo 11. fue modificado por el articulo 1" do la Ley 797 de 29 de enero de
2003, la cual reforma algunas disposiciones del sistema general de pensiones
previsto un la Ley 100 de 1993 y adopta disposiciones sobro los regímenes
pensiónalos exceptuados y especiales El artículo 1 do la Ley 797 preceptúa"

"£'/ sistema general de pensiones consagrado en la presente ley, se
aplica_rá__a__t_qdo_s_ los habitantes del i e mi or¡o___n a cional, conse rvan d_o__ y
respetando, ad/cionalmente todos los derechos, garantías, prerrogativas,
se/vicios y beneficios 3dgunidos y establecidos conforme a disposiciones
normativas anteriores, pactos, acuerdos o convenciones colectivas de
trabajo para quienes a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los
requisitos paro acceder a una pensión o se encuentren pensionados por
/ubilación, vejez, invalidez, sustitución o .sobrevivientes de los sectores
público, oficial, semiofiaal en todos ¡os órdenes de! régimen de prima
inedia y de! sector privado en general" (se subraya).

A su vez, el Articulo 36 de la Ley 100 de 1993 que consagra el Régimen do
transición, reconoce regímenes especiales cuando expresa: "... Quienes a ¡a
focha de. vigencia de: !a presente ley hubiesen cumplido los requisitos para acceder a la
pensión de jubilación o de. vejez conformo o normas favorables anteriores, aun cuando
no se hubiese efectuado el reconocimiento, tendían derecho, en desarrollo dé los
derechos adquiridos, a que se les reconozca y liquide la pensión en las condiciones de

vigentes al momento en que cumplieron tales requisitos



estos emplearlos también son potenciales beneficiarios del régimen Uc

Consejo de Estado. L-xpodiente 7G39 def 11 do octubre de 1994. Expediente
14013 del 12 de junio de 199/, Expediente 12854 del 23 de julio de 1998, Corle
Constitucional. Expedente TR31-02 del 8 de agosto de 2002

Las referidas Corpoiaciones manifiestan que la Ley 33 de 1985 excluía de I;
regla general sobro requisitos para pensión y monto de la mesada a aquc
que disfruten do un róqimon especial

Igualmente, han expresado que antes de la Ley 100 de 1993 existían vanos
regímenes especiales, que deben ser respetados de conformidad con las
prescripciones del Ar t icu lo 36 cíe esta misma Ley.

De otra parte se debe tener en cuenta que, respecto al ingreso base de
cotización en pensiones para los servidores públicos, el artículo 18 de la Ley
100 de 1993, modificado por el articulo 5° de la Ley 797 de 2003 dispone que
"el salario base de cotización para los servidores públicos, será e! que señale el
gobierno, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 4 de 1992''

El Decreto 691 de 1994 reglamentario de la Ley 100 de 1993, por el cual se
incorporaron los servidores públicos al Sistema General de Pensiones, en e
articulo 6° modificado por el Decreto 1158 de 1994 reglamentario de la Ley 100
de 1993, señaló los factores que constituyen el salario mensual base para
calcular las cotizaciones a este sistema.

En cuanto a la naturaleza jurídica de estos decretos se tiene que fueron
expedidos por el PiesicJcnle de la República "en uso de sus facultades
constitucionales y legales, en especial de las conferidas en el articulo 189.
numeral 11 de la Constitución, en concordancia con la Ley 100 de 1993". A su
vez, el articulo 189 Constitucional establece que "Corresponde al Presidente do
la República como Jefe do Estado, Jefe del Gobierno y Suprema Autor/dad
Administrativa. ( .) 1 i F.fcrcei la potestad roylLimeniana, mediante la expedición
de los decretos, resoluciones y órdenes necesarios para la cumplida OJOCUCIDII
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c/e> /as /fjyes". De tai manera que, estos ordenamientos se pueden catalogar
corno ciecretos reglamentarios de la Ley 100 de 1993.

3. LEY 4a. DE 1992 Y LOS DECRETOS EXPEDIDOS CON FUNDAMENTO
EN ESTA LEY.

Los decretos anuales do salarios, incluidos los identificados con ¡os números 48
de 1993, citado por el Consejo de Estado en sus providencias, el 25 de 1996 y
el 691 de 200?, son expedidos con base en la Ley 4 de 1992. Por ser ésta una
loy-rnarco les da a os mencionados Ordenamientos un rango jurídico superior a
la de los Decretos Reglamentarios de la Ley 100 de 1993. Así lo señaló el
Consejo de Estado:

"Es cierto que con fundamento en las "leyes marco" oí Gobierno Nacional
dispone de poderes reglaméntanos mucho más amplios, como que en la
hipótesis del literal c dol artículo 150-19 de la Carta se halla facultado para
fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los
miembros del Congreso Nacional y de la l-uerza Pública. Pero si bien esta
circunstancia pone de manifiesto el carácter no reglamentario de los
decretos dictados al tenor del literal, de otro lado no militan dudas en
cuanto a que los mismos deben ajustarse a las normas generales,
oüjctivos y criterios que le determine el Congreso al Ejecutivo (...). Pero si
lo anteriormente dicho es cierto, no lo es menos que /osjtecrefgsjflctectos
en desarrollo de una "ley cuadro" ostentan una condición superior a los
decretos reglamentarios" ' (subrayado fuera de texto).

En relación con los factores que constituyen el salario base de cotización para
pensión de los funcionarios de la Contraloria General de la República, cabe
anotar que, los decretos de salarios expedidos con base en la Ley 4 de 1992
han estipulado una disposición especial para liquidación pensiona! como se
verá a continuación. Decretos que en criterio de esta Oficina deben sel-
considerados, pues como se dijo en el numeral 2° de este estudio, la Ley 100
de 1993 modificada por la l.ey 797 de 2003, previo que e! salario base de
cotización en pensiones para los servidores públicos será el^que señale el
gobierno, de conformidad con lo_d i s puesto en la Ley 4 dej_992

salarios hasta 1999, incluido c Decido ?(•> de 199G. contemplaron que las



Solamente} a partir del ano 2000, los decretos de remuneración para la
Cunlialoría agregaron la referencia relacionada con los Decretos 691 y 11 58 cié
1994, (juodando la redacción como se lee en el Decreto G91 de 2002, art ículo
15. "Liquidación de Pendiónos Los pensiones de ios empleados de la Contr;ilorí¿i
Gene/;:! de, la Rcpühlic.fi se liquidarán sobro los misinos factores que constituyan el
ingreso ha se de cotización lus Inclotos oslohlecidos por el Decreto 691 de 1994
n t t ' d i l n . n d t ) i)oi el .iiticulo / " da! Daereío 1 158 de 1994, dentro de los límites
dispuesto:; per el articule 2'; del Decreto 314 de /,9íM"

Eislo permite determinar que el ingreso base de liquidación pensional para los
servidores públicos de la Contraloría General de; a República, no lo constituye
únicamente los factores contenidos en oí Decreto 691 y JJ_58 de 1994_^dado
que a noima reconoce expiosamonlo In existencia do otros conceptos de
cotización.

Es evidente, que la voluntad del Gobierno ha sido la de reconocer el régimen
salarial y prestacional especial de los servidores del máximo organismo de
Control Fiscal, por ello se explica que todos los años en los Decretos que fijan
los sálanos para la Contraloría, para efectos de la liquidación de las pensiones
do los empleados de esta entidad, se haga alusión tanto a "los mismos factores
que constituyen el ingreso base de cotización", que es la redacción primigenia.
como a "ios factores establecidos por eí Decreto 691 de 1994, modificado por e
Decreto 1158 de 1994"

Si la intención no fuera la de contemplar una norma especia! para la Contraloría
General de la República en materia de liquidación de pensiones, no se habría
consagrado un artículo especifico sobro el lerna en el régimen sa anal de esta
Institución o en ultimas habiia citado solamente; el Decreto 691 de 1994,
modificado por el Decreto 1158 de 1994, paia indicar que estos son los únicos
íacfores a tener en cuenta



s de a Rama Ejecut iva, Corporaciones Autónomas
Regionales y di; Efesa i ro l lo Sosteniblo, Empresas Sociales del Estado, de
Orden Nacional y se dictan otras disposiciones", el cual nada dice sobro
liquidación de pensiones, como si lo hace e aludida Decreto 691 de 20U? para
la Gontralor ia General de la República

Ello debe sor as í , ante a especialidad que en virtud di; a ley se le otorga a la
Cont ia lor ia General c ió la República en materia de prestaciones, y por lo lanío
de pensiones Ls per esa razón, que a travos de los decretos expedidos con
base en la Ley 4 de 1992, anualmente se consagra un articulo especilice
relacionado con los factores de liquidación en pensiones, que reconoce; otros

lo contrarío con las normas

Tanto es que a Ley 79/ de 29 de enero de 2003 al modificar el campo do
aplicación contenido en el artículo 11 de la Ley 100 de 1993, expresa que el
sistema general de; pensiones, se aplicara a lodos los habitantes del terr i tor io

y respetando, adicionalmentc

Adicionalrnente sobro los efectos salariales del quinquenio, es de precisar que
el Decreto 48 de 1993 expedido con fundamento en a Ley A de 1992, que f i jó
las escalas salariales de ese año para los funcionarios de ia Contralorin
Genera , en el artículo 14 señaló: "Para los empicados vinculados con posterioridad
al 1° de enero de 1992 3 /a Contrataría General de /a República, el quinquenio no

constituir^ factor salarial para ningún efecto legal".

Así a interpretación lógica y semántica do esta disposición es.
para los empleados que

antenoiidad al 1" de eneíü de 1992, el quinquenio sí constituye ¡odor s

)ccrelu G91 de 2002, por el cual se fijan as escalas de rcmuneíacion

conespondientcs a las distintas categorías de empleos do la Contra Ion a



prosa ibt ; "Qnmquenio í'ara ios empleados que ingresen o ki Conlraloria Gcneíai r/r>
la Refnihlicn con iiosíeuondad o lo publicación do la Ley 106 de 1993. o se vinculen
con solución de continuidad, el quinqenio no constituiré fado/ de salario para nitxjún
eíecio lo(¡,il"

Por lo ¡arito, se reitera que la interpretación lógica y semántica de esta
disposición es, a contrario sensu, que para los empleados vinculados a esta
Entidad con anterioridad a la publicación de la Ley 106 de 1993, el quinquenio
si constituye,' fac tor salarial

lian reconocido al quinquenio el carácter de factor salaria para e fec tos de

Expediento 1448(3 del 3 de noviembre de 1997, Expediente 14013 del 12 de
junio de 1997. Expediento 16614 del 23 de abril de 1998. Expediente 1G660 del
11 de H K M Z O du 1999. Expediente 470 del 21 de septiembre do 2000
Expediente 3Í38Ü-2U02 del 22 de mayo de 2003.

De las refer idas jurisprudencias, se resalta la proferida recientemente por el
(Honorable Consejo de Estado, Expediente 3588-2002 del 22 de mayo de 2003,
Magistrado Ponente Dr. Nicolás Pájaro Peñaranda, que reitera la tesis expuesta
por a misma Corporación. Se transcribe a continuación el aparte que importa
para este estudio

"Respecto de la aplicación preferente de los regímenes pensiónales
especiales, la Corporación se pronunció, en sentencia del 11 de octubre
de 1994, expediente N" 7639, con ponencia de! Consejero Doctor Carlos
Or/uela Góngora. y desde entonces se dejó claro que la Ley 62 de 1985.
que fiiodittco la Ley 33 de 1985, no dejo sin vigencia la excepción
consagrada en el inciso 2°. artículo 1° de esta última sino que 'lo único
que hi'/o fue modificar el articulo 3° relacionado con los apodos que deben
cancela/ Iodos los empleados oficiales de una entidad afiliada a cualquier
Ca¡a de Previsión'

No existe vacio legislativo en relación con los factores que se deben tener
(;n cuenta paia la liquidación de las pensiüf¡es a las que se aplican

regímenes especiales, "para ellos continúa vigente lo présenlo en oí
c/onc?/n 1045 de 1978. aplicable al caso al tenor del aiticulo / 7 del decreto
9',"! de 19/Ci. pni el cual se hicieron extensivas a los empleador, de la

Caniraloiia las disposiciones del decreto 3135 de WGtí y den>as normas



lo modilicarnn r ' n cuanto no le t ocultaran contmr'ujs". como lo
mcinifasló ÍJ S.í/r; i.-n - ÍC/ Í /LVJCM c/e/ /2 Jo jí/n/o de 7997. oxpcdioDlc N"
M0/:í, actor: /smat.1/ £ - /? / / í /m,> Muren) Bullón. Magistmdn f'nnonlv nnctom
Cíiun Fon.no do (^islro

C J

"En cnanto a /<í bonificación especia! de quinquenio, a que alude la
certificación como bonificación especial aunque no está consagrada
de manera expresa en el decreto 1045 de 1978, al analizar e!

; contenido del artículo 14 de! decreto 48 de 1993, por e! cual se fijaron
/as escalas de remuneración de los empleados de la Contraloria
General de la República, esta Sala tuvo la oportunidad de clarificar

i que para los empleados vinculados antes del 1° de enero de 1992,
constituye factor de salario. En efecto, con ponencia de la Consejera
de Estado Doctora Dolly Pedraza de Arenas, sentencia del 17 de
octubre de 1996, expediente No. 12403, sostuvo la Corporación;

"A juicio de la Sala la anterior disposición le está dando en
forma retrospectiva un tratamiento de factor salarial a la
bonificación especial o quinquenio. No de otra manera puede
interpretarse el significado de dicha disposición que regula
para el futuro, o mejor modifica una situación legal que dio

\ preexistente; así se considera, por cuanto la naturaleza
i especial que poseen las normas jurídicas implica que sus

\ están destinados a producir efectos

\ (se resalla).

Véase como el Consejo de Estado ha dejado sentado que el Decreto 48 de;
1993, por el cual se fijan las escalas de remuneración correspondientes a as
distintas categorías (Jo empleos de la Contraloria General de la República y se
dictan otras disposiciones en materia salarial, le da al quinquenio do manera
retrospectiva ei carácter de factor salarial, incluido en el aspecto pensiona!,
para aquellos funcionarios que ingresaron con anterioridad al 1'' de enero de
1992.

Queda claro que esta os una interpretación do la máxima autoridad do lo
Contencioso Administrat ivo, para quien no sólo t iene cabida sino que ademas
le ha permitido reconocer esos efectos en cada uno de los casos que han
arribado a su conr.idornción con dicha Finalidad

il l'i.J O') ' Boi'oiri. i ) ( • ( .olombl.'l ' v.;v.'\'.' t. i ; • ! : : i" ilni i r ipcr i v o y r c ;



a citada sentencia no se encuentu

En cuanto a la sentencia dictada en el Expediente 16614 do! 23 de abnl de
1998 por el Consejo de Esíado, Magistrada Ponente Ciara Forero e fe Caslm,
Ador Zacarías Cure, vnlo IM pena resaltar que ésta reconoce el quinquenio
como factor salar ia l , cuando afirma. "Puní la liquidación de lo pensión del ,ictoi
deberán tenerse en envino la totalidad (sic) ios emolumentos certificados poi / < ¡
Contralona General dv la República 3 titulo de sálanos y prestaciones sociales cmnu
percibidos durante; oí últifiio semestre de servicios y el quinquenio completo" Lo quo
excluyó como factor de liquidación pensiona! fueron las vacaciones, (so
subraya}

Respecto al reconocimiento y liquidación de la pensión, agrega esta
sentencia que "para efectos pensiónales se deben tener en cuenta los misinos
factores sobre los cuales se han efectuado aportes, lo cual resulta aplicable
también a los empleados de la Contraloria General de la República, aunque
gocen de un régimen especial de pensiones". (Resaltado fuera de tex to)

Ahora bien, frente a la sentencia 18585 del 6 de noviembre de 2002 de la Cor to
Suprema de Justicia, Sala de Casación Labora!, Magistrado Ponente Carlos
Isaac Nader, en criterio (Je esta oficina, si bien debe ser objeto de estudio y
consideración, ella no permite concluir que el quinquenio en las condiciones
que se ha venido estudiando no constituya factor salarial en materia pensiona!,
puesto que allí se t ra tó do un exfuncionario de la1 Empresa Antioqueña cié
Energía S.A. "EADE S.A F.S.P.", para quienes no está contemplada la

bonificación aludida. En efecto, la normatividad que los gobierna es diferente y
como tal no participan del régimen especial en salarios y prestaciones que

ampara a los servidores públicos de a Contraloria Cénete de la República

Obsérvese como ha sido reiterada la jurisprudencia que recohoce el quinquenio
como factor salarial para el pago de pensiones a los servidores públicos de la
Contralor ia General de la Re- júbl ica, con base en tos decretos expedidos con

furidamenlo en a _.ey •'! do



1MO

decretos anuales de salar ios, expedidos con base
esta nstitución, los cuales, le han permitido al Consejo do Estado reconocer el
quinquenio como factor pensiona!. Interpretación ésta también soportada en el
principio de favorabilidad que ampara los derechos laborales, conforme al cual
el intérprete debe acoger o sentido e f e la norma que ofrezca la condición más
favorable al empleado

El Consejo de Estado, Sala do lo Contencioso Administrativo. Sección
Segunda, Subsccción A, Consejero Ponente: Doctor Alberto Arango Manti l la.
en Sentencia 1525 do 2001. para resolver una controversia en mater ia
pensiona! acudió al principio de favorabilidad, con base en un pronunciamiento
de la Corte Constitucional, como se cita a continuación:

"Ha de precisarse que el aparte final del inciso tercero del articulo 36 de la
Ley 100 de 1993 fue declarado ¡¡-¡exequible por la Corle Constitucional
mediante sentencia C-168 de 20 de abril de 1995, por estimarlo contrario
al principio constitucional de igualdad, pronunciamiento en el que también
se refirió a la situación mas favorable para el trabajador que se encontraba
en el régimen de transición.

La "condición /ñas ¡Beneficiosa" para e! trabajador, se encuentra
plenamente garantizada mediante la aplicación del principio de
favorabilidad que se consagra en materia labora!, no sólo a nivel
constitucional sino también lega!, y a quien corresponde determinar en
cada caso concreto cual norma es más ventajosa o benéfica para el
traba/ador es a quien ha de aplicarla o interpretarla. De conformidad con
este mandato, cuando una misma situación jurídica se halla regulada
en distintas fuentes formales del derecho (ley, costumbre,
convención colectiva, etc.), o en una misma, es deber de quien ha de
aplicar o interpretar las normas escoger aquella qlie resulte más
beneficiosa o favorezca a! trabajador ". (Resaltado fuera de texto)

En virtud de este principio constitucional, el responsable de aplicar la
deberá acoger lo interpretación o disposición que cjencrc
favorable para ei trabajadoi

ampliamente
oportunidades se ha referido a este principio superior labora , para resalt
ante a existencia de dudas objet ivas en la interpretación de un tex to



favomblc al tfabaj_ador"_,_ pom stenipi'fí que la disparidad de
resulte de la comprensión que el mismo follador considere: posible al
aplicar las reglas generales de heuuenéiitica jaridica y las esfiectficas n
propias del derecho laboral "1 (Snhrnya fuera del íexlo original)

CONCLUSIÓN.

Con l^ase en las normas y pronunciamientos junsprudenanles refer idos,
especialmente aquellos que han reiterado el reconocimiento del quinquenio
como factor salarial para pensión a los servidores públicos de la Conlralona
General de ia República, esta Oficina mantiene en lo sustancial el concepto
jurídico contenido en el Oficio 1 251 de junio 24 de 1996.

La presente respuesta tiene la naturaleza de un concepto jurídico, por lo tan to ,
solamente constituye un criterio auxiliar de interpretación, de conformidad con
fo dispuesto en los artículos 230 de a Constitución Política, 26 del Código Civil
y 25 del Código Contencioso Administrativo.

! JK:\ 'do l_oien,-i Arrfil.j Cnm.
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2 [ n el c .w» concreto de la iuncionana GI.AD1S MARINA Y.Vl.l.EJO ARTKAÍ. \ MI
f i f - u » n , h UUHaí rctüsfra en el 2íMU veinte ¡20) unos tic secvnjto a lo largo de dus (2)
i II-K ul- . iv. i t f n c > laborales con ¡ai * «R en ¡echas tiislmtas. pcrScctarntemc tíiterenctadas en el
tiempo, .jue dter . tm Umat ,1 !a interrupción en la continuidad en la prestación de servia*^.

\ t i i j . [ u i m e r a qui, c imet i» con e E nombramiento > pu --c ^lurt eí 26 de marzo di- |U}(0
liusia nniiftii l irc K de I'>'»0 tin>ubsis.f encía). con leiniteirr» el M de noviembre de 19«>2
hasta i-l 15 di- ditrifnihrt- de I*>*W (supresión del curgot l'usr e--Ee tiempo de servicios > en
; ipb^ .un»n t í cF lK.vi:eEo I e> f>2'> de I*>7(>. la <"(iR íe recuiiix-ti» a la iunctonana dt*s C>
L¡. i i s [U|ueEtLi>v, uno en I*íív5 y otro en oí año il>*M>. p*>r catía perujJo de cinco (5) tonudos a
p:trm iíci 2(> víe mar/i» «fe !*>S(i. [echa de ingreso a ta t i iK i \* de servicio ptesiadt>
de^pnc- de! reinit-eci» entre li>*)2 y il>*>4. sumadt» al tiemj>,> ^uc estuvo pnir tuer^ del
-i r \i r » . entre í l >'W> \. no se '.teñe en cuenta por ser interior a cinco t 5 > años

uanto ;i hl ^eL-unda \n a ía C."(jR, ende eí l> de diciembre de
'í . l.t f ceha presente, se te ha reconivido un H li ti'uuivjiteíííio. en el año 2'*)2

H >

t n e-- ie k . i > r j f e M » > . \n eí t in de resp*>nder directainente LI-. preteasiones de ía
* tt \1>|S \ \ I 1 I( >. se cune f «ye que los lies O) ^moquemos cancelados fueron
r e i . * » n < » w t d * > - feralmente, porque el computo del tiempo de -.cr \ictos para liquidarlas jx>r

N i v ol^-tanre I" a n t e r t u t . como (a peticionaria attniía q^e U»s valores recibidos no
t ^ r r e sp t t i u l en al ttcmpo íah*»rado. Jebe hacerse ía siguiente aeínracióiv. I:ntre diciembre I?
de l'í'U. ^l i .uidt i íi:e re t i rada del servicio por motivo de reestructuración, y diciembie ** de
!'''*~ tccii.i vtc Li tiue\ vinculación a la enlutad, se presentó un lapso que interrumpió la
L < > n r . t n : ¡ u i , t d t . t ' rforal con Ea ( ( iR, eí euaf es un re\j«!si!o iniííspettsabíe para et cómputi» de
! t > - •NCT '. i t i i - s ml(. dan kiLiat al qumqucnio, según se anoto amtenormeme. l -n otras palabras.
en Ní tuacronc ' - cofín' hi presente de vinculación !aN»ral a !.i ("<¡R de evtuiK torunos de ta
ennd.Kf cí pi-rti»dt> de ^ años para causar el derecho ai qui rilasen u* se debe eontabils/ai con
U > - sc¡ -. n. ios prestad* «x después de u nueva posesión

l'or cst.t ra/iHt a la tunctodaíia no se \c ha tenido en cuenta el tiempo que eslavo por tisera
de ta entidad entre I *»*>'» y ! <l'*2 ni e! tiempo de servicio pfe>t,sdo dt^pues. del remtegu> entre

(iKRFM
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